EXPTE   1921/XX   “M.A.S. C/D.R.  P/FIJACION DEL CANON LOCATIVO”

Mendoza, 31 de agosto de 2020

VISTO Y CONSIDERANDO:

I.- Que llegan estos autos a la alzada en virtud del recurso de apelación interpuesto por la actora a fs. 104  contra el auto que resuelve la pretensión esgrimida de fijación de renta compensatoria, calificando la acción, disponiendo que el demandado abone en concepto de cuota alimentaria a favor de la actora y dos  hijas, la suma de $11.180,00 mensuales, equivalente al 50% del canon que abona M.A.S. por la vivienda en la que reside; con efecto retroactivo a la fecha de interposición de la demanda; complementando la cuota acordada y homologada en autos n°1812/19/2f y difiriendo la imposición de costas y regulación de honorarios.

 
El juez de grado funda el fallo en las facultades conferidas por la normativa procesal para calificar las acciones más allá de lo expresado por las partes, en el entendimiento que lo que solicita M.A.S. reviste carácter alimentario por la finalidad perseguida de poder afrontar el canon que abona por la vivienda que habita junto a todos sus hijos y los de R.D.
Al valorar el material probatorio, en lo que interesa para la resolución del recurso, tiene por acreditado el vínculo matrimonial que unía a las partes; que el ex esposo quedó viviendo en el que fuera el hogar familiar, de titularidad de ambos cónyuges; que en el mismo R.D. ha instalado su consultorio médico con sala de espera; describiendo una inmueble amplio con numeroso ambientes, baños, jardín y pileta de natación.

Asimismo, entiende probado que la accionante junto a sus hijas e hijos del demandado de un matrimonio anterior, tuvo que alquilar otra vivienda, conforme a contrato de locación de fs.11. 

También considera probado que R.D. en octubre de 2019 le dio de baja a una tarjeta de débito que le había entregado a M.A.S para el pago del canon. Encuadra la pretensión en el art.434 inc. b) del CCyC.

Analiza la capacidad económica y formación universitaria del demandado.

Entiende razonable fijar la cuota en la suma equivalente al 50% del alquiler de la vivienda que habita M.A.S. y sus hijas, en atención a que éstas últimas ya perciben del progenitor una cuota alimentaria.

 
II.- La apelante expresa agravios. Se queja porque entiende que el juez utilizó incorrectamente la facultad de calificar las acciones, vulnerando el principio de congruencia al haber modificado la pretensión deducida, sometiéndola a un instituto jurídico –alimentos posteriores al divorcio- con requisitos jurídicos y efectos que nada tienen que ver con lo solicitado, vulnerando su derecho de defensa en juicio.

Sostiene que reclamó la fijación de una renta –canon locativo- a valores de mercado, por el uso exclusivo que el demandado hace del inmueble que fuera el hogar familiar y del que es cotitular registral; habiéndolo emplazado por requerimiento extra protocolar a pagar la suma de $35.000,00 mensuales.

Afirma que el relato de los hechos tuvo por finalidad informar al a quo sobre la situación económica apremiante por la que atravesaban, sin la intención de darle al reclamo carácter alimentario, sino para fundar el pedido de trámite urgente cautelar.

Remarca que la pretensión deducida tiene por causa su condición de cotitular del inmueble que en forma exclusiva usa el demandado, dándole derecho al reclamo de un canon locativo.

Se agravia que de oficio incorpore a las hijas como partes del proceso.

Igualmente cuestiona que el a quo haya ponderado para la fijación de la cuota alimentaria, el precio del alquilar de la vivienda que ella habita, sin tener en cuenta el valor de las expensas, cuando lo que correspondía era tener en cuenta el valor locativo de mercado del inmueble que ocupa D.
Pide la revocación del fallo.

III.-  De las constancias de la causa surge que a fs. 29/32vta. se presenta M.A.S. y demanda por la fijación de una renta compensatoria, por la suma de $35.000,00 mensuales a partir del mes de septiembre de 2019, ajustable semestralmente en el 15%.

Del relato efectuado a lo largo del escrito se desprende que el reclamo se funda en que ella tuvo que retirarse del hogar familiar por hechos de violencia e ir a vivir con sus hijas y los hijos del demandado a una vivienda alquilada, mientras que D. quedó habitando dicho inmueble de carácter ganancial y de titularidad de ambos ex cónyuges, cuya hipoteca abona la actora.

Luego, dentro del título “MEDIDA CAUTELAR”, dice que la renta reclamada tiene naturaleza alimentaria ya que tiende a cubrir el urgente requerimiento alimentario habitacional de la actora y sus 5 hijos.

Expresa que si bien el demandado se comprometió a abonar el alquiler de la vivienda, en septiembre de 2019 dejó de cubrirlo.

Asimismo refiere que  S. y V.  lo han demandado por cuota alimentaria ante el mismo tribunal en autos n°16XX1/19 y 17XX/19.

En vista de ello, pide como medida cautelar que, intertanto se tramite el proceso y se decida la cuestión de fondo, se fije una suma de dinero a cargo de D. que permita pagar el alquiler del inmueble que habita la familia.

Seguidamente relata los antecedentes fácticos y jurídicos en que se enmarca el reclamo y se refiere a la conformación del monto reclamado en concepto de canon locativo.

A fs.39 el juez provee la demanda y en el punto 3 del decreto, le pide que aclare lo que reclama.

La actora a fs.56 presenta un escrito por el que aclara la medida cautelar solicitada, precisando que se fije en tal concepto, la suma de $35.000,00 que era la que venía depositando D. para afrontar los gastos de alquiler y manutención de los hijos.

Asimismo pide que se trabe embargo en la cuenta sueldo del demandado.

IV.1.- Entrando al análisis y valoración de los agravios vertidos, advertimos que la actora dedujo dos pretensiones, una de fondo consistente en la fijación de una renta compensatoria por la ocupación y uso exclusivo que D. hace del inmueble que fuera el hogar familiar, cuya titularidad correspondía a ambos ex cónyuges (f.6) y otra cautelar, consistente en la fijación de un monto que le permitiera a M.A.S. abonar el canon de la vivienda en que reside junto a los hijos mientras tramitara el proceso.

Esta última, la accionante la refirió como de carácter alimentario por la finalidad perseguida y la situación en la que se encuentra.

Ambas coincidían en el monto y se diferenciaban porque en la del canon o renta además, se solicitaba su actualización semestral.

El juez en el decreto de fs.39 por el que provee la presentación, parece advertir tal aspecto, toda vez que en el pto.4 le imprime a la acción de fondo el trámite de los arts.66 y cc. del CPFyVF y a la pretensión cautelar el de los arts.112 y cc. del CPCCyT.

Pero, de la lectura del fallo, se desprende con claridad que el a quo resuelve directamente la pretensión de fondo a los términos del art.66 inc. b) del CPFyVF, previo calificarla de pretensión alimentaria.

2.- Desde esta perspectiva asiste razón a la apelante en el sentido de que el juez a quo no debió calificar la acción, sobre todo al final del proceso al resolver, toda vez que la pretensión esgrimida tenía como fundamento  la compensación económica por el  uso exclusivo y excluyente por el demandado del inmueble de cotitularidad de ambos cónyuges en que se radicó el hogar familiar, invocando el art.444 del CCyC.

Y si bien los términos utilizados por la accionante en la aclaración formulada a fs.56 podían generar cierta duda, los mismos se referían exclusivamente a la medida cautelar y no a la de fondo, teniendo por fin acreditar la urgencia o peligro en la demora.

Como lo advierte M.A.S. en los agravios, este cambio normativo efectuado al final del proceso, ha modificado sustancialmente la pretensión y con ello los presupuestos a probar y los efectos, ya que difieren notoriamente, violando el principio de congruencia y el derecho de defensa en juicio. 

Mientras que en la fijación del monto de la renta compensatoria debe merituarse, entre otros aspectos, el valor locativo de mercado del inmueble, las posibilidades económicas de quien se le atribuyó o que de hecho tiene el uso exclusivo, y la situación habitacional del cónyuge que tuvo que retirase del mismo, en la fijación del monto de la cuota alimentaria entre ex cónyuges, por ser de carácter excepcional, se reduce notablemente su cuantificación a tres pautas establecidos en los incs. b), c) y e) del art..433 del CCyC.

Del mismo modo el juez se excede en dicha facultad calificadora cuando involucra en calidad de partes a dos hijas, una de las que no es hija de la actora  -S.- cuando no accionaron voluntariamente siendo mayores de edad, ni se conforma en la especie un litisconsorcio necesario entre ellas y su madre (art.45 del CPCCyT), siendo que ya existen procesos por los cuales se han demandado alimentos entre padre e hijas (Exptes. n°1555; 1811 y 1812, venidos AEV).

Sobre la facultad de calificar las acciones por el juez y el principio de congruencia hemos dicho: “El principio de congruencia impone que exista correspondencia entre la acción promovida y la sentencia que se dicta, vulnerándose el mismo cuando no media conformidad entre la sentencia y el pedimento respecto a la persona, el objeto o la causa. La exigencia ineludible de conformar la sentencia y la demanda, fija los límites de los poderes del juez, cuyo decisorio no puede recaer sobre una cosa no reclamada o sobre un hecho que no ha sido propuesto a decisión. La incongruencia constituye, pues, una falta de adecuación lógica entre las pretensiones y defensas de los litigantes y la parte dispositiva de la sentencia. (Cf. Arazi-Rojas, ``Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, T° I, p.97). Si bien el juez tiene amplias facultades para subsumir la plataforma fáctica -thema decidendum- en el derecho que considere aplicable al caso, el límite está dado en no modificar la acción pretensión- o causa petendi, respetando los términos en que ha quedado trabada la litis. De lo contrario, vulneraría el derecho de defensa de las partes.

Es decir que los hechos fundantes de la demanda y de la defensa, en base a los cuales las partes han argumentado y ofrecido prueba, son los que el juez debe respetar. El encuadre normativo de estos hechos, es lo que el magistrado debe hacer con independencia de los que hayan invocado las partes. En este sentido la Corte de la Nación tiene dicho que, "el juzgador tiene la facultad y el deber de examinar y dirimir los litigios según el derecho vigente, calificando de modo autónomo la realidad fáctica y subsumiéndola en las normas jurídicas que la rigen, con prescindencia de los fundamentos que enuncien las partes (CS, 8-3-1994, "Hernández, Elba del Carmen y otro c/ Empresa El Rápido", LA LEY, 1995-D-236). Por eso, Mosset Iturraspe enseña que "las partes ponen los hechos y los jueces el derecho" (cfr. Mosset Iturraspe, Jorge, "Nulidad por lesión con base en la regla iura novit curia", LA LEY, 1995-D-236). El juez no puede modificar la acción deducida, pero sí calificarla, siempre que respete los hechos invocados, es decir, que no introduzca elementos fácticos diferentes a los denunciados por las partes, y mucho menos, si son presupuestos.`` (Expte.: 57159 - GUERRIERO LUIS EN J: GOMES MATEO LUIS GUERRIERO RESTITUCION DE INMUEBLE INCONSTITUCIONALIDAD, 11/09/1995, SUPREMA CORTE - SALA N° 1, LS 259.227).( Expte.: 437/12 - C. M. E. C/O. G. A. P/TENENCIA,  21/10/2013).

También ha expresado la SCJ que “El límite infranqueable de la potestad judicial de reconducción lo constituyen los presupuestos de hecho esenciales emergentes de la traba de la litis, que resultan ajenos a la discrecionalidad judicial y sometidos a la regla de la congruencia. Es una aplicación antifuncional del principio iura curia novit aquella que, bajo apariencia de reconducción, encerrara el cambio oficioso de una articulación por otra distinta, como acontecería de juzgarse interpuesto un recurso o formulada determinada petición que exige términos expresos (v. gr. un allanamiento), sin que haya mediado realmente el acto de parte que permita tenerlo por configurado uno u otra". (causa “López Enrique”, Sala I, sent. 15/04/2019). 

Indisolublemente relacionado con tal pilar del proceso, se ha identificado al principio de bilateralidad como “aquél que prohíbe a los jueces dictar alguna resolución sin que previamente hayan tenido oportunidad de ser oídos quienes pudieran verse directamente afectados por ella. Es que la decisión judicial no es fruto de una pura actividad oficiosa del tribunal, sino el resultado del proceso entendido como método pacífico y dialéctico de debate entre partes contrapuestas ante un tercero imparcial” (LOUTAYF RANEA, Roberto G.; Principio de bilateralidad o contradicción; Publicado en: LA LEY 16/02/2011 , 1 • LA LEY 2011-A , 982; Cita Online: AR/DOC/313/2011). 

Consecuentemente, dado que lo que la actora peticiona a fs.103  es que se resuelva la precautoria y que al demandar también distingue entre la medida cautelar para la que pide un procedimiento urgente y la acción de fondo para la que solicita que se corra traslado, corresponde reconducir el proceso a fin de garantizar el debido proceso y el derecho de defensa de ambas partes (art.18 CN).

Desde esta perspectiva nos limitaremos a resolver la medida cautelar solicitada y respecto a la pretensión principal –renta compensatoria o canon locativo- el juez a quo deberá encausarla por el proceso abreviado conforme a lo dispuesto por el art. 13 ap.2, inc. d) del CPFyVF, por ser  de naturaleza patrimonial y fundarse en el uso exclusivo de uno de los cónyuges de un bien indiviso de carácter ganancias (arts.484 y 485 del CCyC).

3.- Como vimos, a fs.29vta./30 la apelante  pide que con carácter cautelar, mientras se sustancia y resuelva la pretensión principal, se fije una suma de dinero a cargo del demandado, que permita pagar el alquiler del inmueble que habita su familia.

Luego, ante el pedido de aclaración del tribunal, a fs.56 expresa que para tal fin –pago del canon de la vivienda que alquila- solicita la suma de $35.000,00 mensuales, por ser el importe que D. aportaba a través de una cuenta sueldo a la que tenía acceso y que abruptamente fue suspendida por el titular.

Asimismo solicita que se trabe embargo sobre la cuenta sueldo del accionado.

4.-  A los fines de merituar si se encuentran acreditados los requisitos exigidos por el art.112 del CPCCyT para el despacho de la cautelar, debemos tener presente que en contextos de violencia y discriminación,  las leyes 24.417 y 26.485 de protección contra la violencia intrafamiliar y de protección integral de las mujeres, permiten flexibilizar los requisitos normativos de forma y de fondo en miras a su protección integral, incluida la faz económica y patrimonial, frente a situaciones asimétricas de poder por cuestiones de género.

En este sentido se ha dicho: “En otro orden de ideas, deviene necesario recordar que la necesidad de juzgar con perspectiva de género no se limita a la violencia intrafamiliar o al feticidio, sino que la mirada debe ser transversal y atraviesa todas las áreas del derecho por ser estructural la situación de desigualdad de las mujeres. Particularmente, corresponde destacar que el análisis de género en el ámbito judicial debe estar presente: a) en la tramitación del procedimiento: a través de medidas de protección jurisdiccional que tienden a garantizar la efectiva tutela de las mujeres; b) en la valoración de la prueba: por ejemplo, en la inversión de la carga de la prueba de la discriminación y en la apreciación de la declaración de la víctima; c) en la aplicación de las normas sustantivas específicamente dirigidas a la mayor efectividad de la igualdad de trato y oportunidades, prohibición de discriminación directa e indirecta, medidas de acción positiva y de protección frente a la violencia de género” (López Alfonsín Marcelo y Salerno Luciana, ¿De qué hablamos cuando hablamos de igualdad de género?, en la obra Igualdad y Género, Mirian M. Ivanega, dir., Ed. La Ley, 2019, ps.33/34).

La actora ha expresado en el escrito de demanda que la vivienda no fue atribuida judicialmente, sino que  tuvo que  “escaparse con lo puesto” por hechos de violencia ejercida por D. contra ella y los hijos, lo que generó la denuncia penal que tramita en autos n° P-121.5XX/SL “F. p/Av. Amenazas (art.149bis., primer párrafo, primer supuesto del CP), venido AEV.  

Entendemos que este proceso se enmarca dentro de esta situación, toda vez que de las constancias del expediente penal antes aludido,  puede inferirse que el hecho denunciado no fue aislado, sino que, por trastornos psiquiátricos, D. ejercía violencia intrafamiliar en forma asidua. Asimismo, a fs.14 se agrega constancia judicial por la que se da cuenta que M.A.S. en julio de 2018 realiza una denuncia en la O.F. n°2 de Capital, Secc. 6°, dependiente de la Unidad Fiscal de Violencia de Género, que originó los autos n°16XX/1XF por medida de protección, agregados a fs.78/99.

Lo que a su vez,  se encuentra corroborado por la testimonial de M.C.V. a fs.77 y vta. de autos.

Resultando relevante a estos fines, el informe realizado por la Dirección de Género y Diversidad de la provincia, en fecha 06/12/2019, acompañado a fs.28, al que remitimos en honorar a la brevedad, bastando decir que los profesionales del equipo interdisciplinario que la abordaron concluyeron en que M.A.S continuaba por entonces transitando situaciones de violencia de género por parte de su ex pareja, Sr. R. D. 

En relación a la aplicación de la ley de violencia de género n°26.485 y sus efectos en el proceso al confirmar el decisorio de esta Cámara la SCJ dijo: “En materia de violencia de género, se deben aplicar los tratados internacionales CEDAW y Belem do Pará, de oficio, sin necesidad de su invocación por las partes. La falta de aplicación de esa normativa, encontrándose acreditada la violencia, implica violación de esas convenciones internacionales y generaría responsabilidad internacional al Estado.” (.Expte.: 13-04639969-7/1 - AGUIRRE GERARDO EN J° 1006/10/6F // 13-04639969-7 (017101-436/17) MUÑOZ STELLA C/ DEAMBROSI ROBERTO P/ NULIDAD P/ CONSULTA P/ RECURSO EXTRAORDINARIO PROVINCIAL, 27/12/2019,: SUPREMA CORTE - SALA N° 1). 

Desde esta mirada y en lo que aquí nos interesa, la ley 26.485, entre los derechos protegidos contempla en su art.3 inc. c) La integridad [..] económica o patrimonial y, entre los tipos de violencia, enumera en su art.5, pto.4, incs. a) La perturbación de la posesión, tenencia o propiedad de sus bienes y c) La limitación de los recursos económicos destinados a satisfacer sus necesidades o privación de los medios indispensables para vivir una vida digna.

En autos se dan las dos situaciones ya que, debido a los hechos de violencia M.A.S tuvo que retirarse del hogar con todo los hijos en forma abrupta, siendo auxiliada por M.C.V. (fs.77 y vta.), es decir, no por su voluntad y luego D. dejó de aportar las sumas destinadas al pago del canon de la vivienda que alquilaba M.A.S. y de ayudar en la manutención de sus hijos, lo que realizaba a través de la tarjeta Maestro de la cuenta sueldo del BNA, hechos que puede tenerse por acreditados en base a la prueba instrumental de fs.7/9vta.; 16/17, fs.22/26; la informativa de fs.50 y la testimonial de fs.77  y vta.  ya aludida, aplicando el criterio antes referido sobre la valoración de la prueba en los contextos de violencia de género contra las mujeres.

La verosimilitud del derecho se encuentra probada con la inspección judicial obrante a fs. 74/75vta. efectuada en el inmueble de F.A. n°22 de Ciudad, donde se radicó el hogar familiar, el que es  ocupado por D., funcionando en el mismo su consultorio médico; con la copia de la matrícula n° 22.XXX del Registro de la Propiedad, correspondiente al inmueble en cuestión adjuntada a fs.6; con el contrato de locación de fs.11/13vta., y lo dispuesto por los arts. 444, 484 y 485 del CCyC.

El peligro en la demora surge del expediente penal antes referido; la testimonial de M.C.V. a fs.77 y vta. y el informe de la Dirección de Género y Diversidad obrante a fs.27/28.

Por ende, teniendo en cuenta  que M.A.S. en la actualidad abona un canon de $22.360, 00 mensuales, no resultando claro cuál es el importe que paga de expensas y si son ordinarias o extraordinarias (fs. 20 y 21) y siendo este un gasto que, como los impuestos y tasas, están a cargo de quien usa el bien, en calidad de gastos de conservación del inmueble, entendemos razonable fijar la suma de $22.360,00 mensuales a depositar en la Caja de Ahorros que informe la actora.

Dado que el contrato de alquiler se vence en octubre del corriente año, a futuro, de continuar la locación, deberá solicitar la modificación del monto de  la cautelar de resultar pertinente.

Ahora bien, teniendo en cuenta  que con la suma así fijada se persigue garantizar el derecho a la vivienda de la peticionante y sus hijos, representando procesalmente un anticipo de jurisdicción del objeto de la pretensión principal –renta compensatorio o canon locativo-, y que los arts.484 y 485 del CCyC, la renta compensatoria se  debe desde que el otro se opone o la solicita, corresponde aplicar el mismo criterio a la cautelar y fijar el efecto retroactivo del monto así establecido a la fecha de su petición al interponer la demanda el 18/12/2019.

5.- En lo que respecta al embargo pedido, por el momento no se hará lugar, pudiendo despacharse oportunamente si el demandado no cumple espontáneamente con la cautelar establecida (art.117 del CPCCyT).

 
6.- Las costas por la cautelar deben diferirse a las resultas del proceso principal. (art. 36 CPCCyT).

En efecto la jurisprudencia mayoritaria de nuestras Cámaras Civiles de Apelaciones, seguida por esta Cámara señala que, siendo el cautelar un procedimiento accesorio de otro principal y tramitando sin contraparte, no se puede hablar con propiedad de ``vencido, debiendo diferirse la imposición de las costas a las resultas del proceso principal al que accede. (Así lo ha resuelto esta Cámara en autos N° 228/16, ``R.S.C/T. R. S/MEDIDA DE PROTECCION DE DERECHOS , 04/10/2016 y autos N° 785/13, ``C.C.C. C/ F.F.C. P/DIV.VINC. CONTENCIOSO, 06/10/2014).

Es decir que, quien resulte vencido en el proceso sustantivo, deberá afrontar las costas del proceso cautelar. En esta línea se ha sostenido que: Las resoluciones cautelares se pronuncian sobre el fundamento de la acción cautelar, pero con la particularidad de que el proceso se cumple inaudita parte y la resolución que las decreta no afirma con certeza la existencia del derecho del accionante, sino sólo reconoce su verosimilitud; el despacho y cumplimiento de una medida cautelar no implica el vencimiento del demandado, razón por la que no pueden imponérsele a éste las costas respectivas. La determinación de quién deberá cargar con las costas del proceso cautelar solamente podrá hacerse al tiempo del dictado de la sentencia en el principal, que es el momento idóneo para apreciar quién es el vencido en la cuestión de fondo, oportunidad en que debe valorarse la actitud asumida por las partes en el proceso ``. (Segunda Cámara de Apelaciones Civil, expte.: 27318 ``STATELLA, MABEL Y OT. - CONST. DANILO DE PELLEGRIN S.A. Y OTS. EMBARGO PREVENTIVO , 22/02/2001, LA 090-240;ídem. C.C. 3ª LA 113/068 y C.C. 4ta. LA 130/349; cfr. de Lazzari E., ``Medidas Cautelares , Ed. Platense, 2006, ps. 82/83).
Por lo que corresponde acoger el recurso en trato, en forma parcial con los alcances establecidos en la presente.

V.- Las cotas de alzada corresponde imponerlas en el orden causado al prosperar el recurso en forma parcial (art. 36 CPCCyT).   
Por lo que el Tribunal
RESUELVE:

I.- Hacer lugar en forma parcial al recurso de apelación interpuesto por la actora a fs.104 contra el auto que resuelve la pretensión de fondo, el que se revoca en todas sus partes y en su lugar se dicta el siguiente resolutivo en base a los fundamentos vertidos en el presente: “RESULEVO: I.- Hacer lugar parcialmente a la medida cautelara solicitada y en consecuencia, establecer que R.M.D. abone a M.A.S.  la suma de pesos veintidós mil trescientos sesenta ($22.360,00) mensuales, los que deberá depositar del 1 al 5 de cada mes a partir de la notificación de la presente, en la Caja de Ahorros que indique la actora, debiendo aportar todos los datos que permitan la transferencia electrónica, con efecto retroactivo al 18 de  diciembre de 2019. II.- No hacer lugar momentáneamente al embargo solicitado. III.- Diferir la imposición de costas a las resultas del principal. IV.- Regular los honorarios de los  Dres. W.A. y  L.P. en la suma de pesos tres mil setecientos veintidós con 94/00  ($3.722,94) a cada uno (arts. 2, 9 inc. a), 13 y cc. ley 9131). 

II.-  Imponer las costas de alzada en el orden causado.

III.- Regular los honorarios de alzada al Dr. W.A. en la suma de pesos tres mil setecientos veintidós con 94/00  ($3.722,94), (art.15 ley 9131).

NOTIFIQUESE Y BAJEN.

 Dr.Germán E.Ferrer        Dra. Estela Inés Politino  Dra. María Delicia Ruggeri                     

 JUEZ de Cámara                          JUEZ de Cámara


JUEZ de Cámara

